
 

 
  

INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 35 DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL Y 32 DE LA 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, A CARGO DE 

LA DIPUTADA CLAUDIA PÉREZ RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

La suscrita, Claudia Pérez Rodríguez, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura, 

con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración 

de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifica el artículo 35 del Código Civil 

Federal y se adiciona una fracción V al artículo 32 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La Organización Mundial de la Salud considera a la discapacidad como una amplitud que abarca limitaciones a 

largo plazo, tanto físicas como intelectuales, las cuales restringen la participación en la vida social de los sujetos 

que la padecen, en mayor o menor medida. Dichas deficiencias afectan las estructuras corporales, causando una 

considerable dificultad a la hora de realizar actividades cotidianas. 

Quienes presentan algún tipo de discapacidad se ven con graves dificultades para integrarse en los factores 

personales y ambientales de la sociedad; por ejemplo, lidian con distintos tipos de rechazo, con accesos 

complicados al transporte público y edificios, así como con un reducido apoyo del Estado. 

Cifras de la Organización Mundial de la Salud indican que más de mil millones de personas en el planeta 

(equivalentes a 15 por ciento de la población) padecen algún tipo de discapacidad. Dicha tasa se acentúa a causa 

del envejecimiento y el aumento de enfermedades crónicas, entre otros factores.
1
 

Las personas en la descrita situación tienen mayor apremio por acceder a los servicios de salud que ofrecen los 

países, dependiendo de su nivel de desarrollo, e irónicamente son quienes más padecen a la hora hacer uso de 

ellos, debido a que rara vez se centra la atención médica en dicho sector y, en menor medida, dichas 

prestaciones se adecuan a las limitaciones físicas o intelectuales que presentan. 

Ante esa situación, la Organización de las Naciones Unidas presentó en 2006 la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad y protocolo facultativo, que México ratificó al año siguiente y que tiene por 

objeto promover, salvaguardar y asegurar las condiciones de igualdad y las libertades de las personas que 

padecen algún tipo de discapacidad, así como promover el respeto de su dignidad.
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La ratificación de la convención marcó un hito, pues México se manifestó a favor de la promoción y protección 

de los derechos de los connacionales que padezcan algún grado de inhabilidad, a la vez que se compromete a 

generar las condiciones necesarias para garantizar que todas las personas puedan desarrollarse de manera 

integral y sin padecer discriminación.
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Y es que en el país, durante 2014, 6.4 por ciento de la población (7.65 millones de personas) manifestó padecer 

algún grado de discapacidad, en su mayoría adultos mayores de 60 años, siendo la motriz (2.6 millones de 

personas) el principal padecimiento, y se estimó que aproximadamente en 19 de cada 100 hogares vivía alguna 

persona en esta problemática. En cuanto a la situación económica de las ellas, 54.1 por ciento se encontraba en 

condición de pobreza y, en este rubro, 12.7 estaba en pobreza extrema.
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Ante ese escenario, mientras que en el país se realizan grandes esfuerzos por lograr una inclusión justa de las 

personas con discapacidad en los ámbitos social, laboral y educativo, entre otros, en la parte jurídica y 



 

 
  

legislativa, no se han realizado cambios sustanciales que permitan integrar con total igualdad a las personas que 

se encuentran en dicha situación. 

El Estado mexicano debe proporcionar las atenciones pertinentes para que las personas con alguna disminución 

de sus capacidades puedan gozar de autonomía en todos los sentidos, de manera que, sean capaces de tomar 

resoluciones propias y se incorporen de forma efectiva a la participación plena en la sociedad, a la vez que se 

les retira el estigma de ser individuos que siempre requieren cuidados especiales. 

Un ejemplo concreto de la compleja situación que representa la discapacidad, es lo referente a las deficiencias 

visuales; quienes las padecen, se enfrentan a un entorno complejo, el cual la mayoría de las ocasiones, no se 

encuentra completamente adaptado a sus necesidades, aunado a la carga económica que representa tanto para 

ellos, como para sus familiares, lo que contribuye a que los padecimientos no puedan ser tratados de la mejor 

manera por parte de muchos de los individuos que la experimentan. 

Datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía revelan que la ceguera es la segunda causa de 

incapacidad en el país, donde las cataratas, retinopatías y glaucoma, son las principales afectaciones 

responsables de provocarla. Según cifras de la misma institución, estos padecimientos afectan a más dos 

millones de personas, muchas de las cuales carecen de atención médica especializada y casi la mitad de los 

afectados no utilizan ningún tipo de ayuda, lo que en ocasiones se debe a que no tienen acceso a estos 

instrumentos.
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 Todo lo anterior contribuye a una grave pérdida en la calidad de vida de las personas con 

ceguera. 

En el contexto latinoamericano, países como Chile y Costa Rica han implantado medidas para otorgar a sus 

ciudadanos pasaportes, actas de nacimiento, tarjetas bancarias y demás documentos oficiales en sistema braille, 

basados en los principios de vida independiente y acceso universal para que sus efectos puedan ser 

comprensibles, utilizables y accesibles por el total de su población, de forma autónoma.
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Resulta primordial que las personas con discapacidad puedan ejercer de manera personal sus derechos, pues en 

ocasiones son víctimas de personas mal intencionadas que se aprovechan para obtener ventaja de su 

vulnerabilidad. De esta manera, al obtener documentos oficiales en formatos que permitan su comprensión sin 

ayuda de terceros, podrán administrar individualmente sus bienes, controlar asuntos económicos y sociales, 

acceder a recursos financieros, etcétera. 

La presente propuesta pretende reducir la brecha en el acceso a la información que tienen las personas que 

padecen algún tipo de discapacidad, pues en la actualidad no tienen garantía de recibir documentos, acorde a sus 

necesidades; de tal suerte, que en ocasiones carecen de autonomía al requerir asistencia adicional de terceros 

para la realización de trámites gubernamentales, limitando su capacidad de ejercicio y dando pauta a que en 

ocasiones no se realicen de manera adecuada u oportuna, en perjuicio del interesado. 

Es prudente que las leyes implanten disposiciones que han sido adoptadas en otros países y han sido 

consideradas como buenas prácticas de gobierno, lo cual permite alcanzar los objetivos establecidos en la 

agenda 2030, que en su décimo objetivo establece la necesidad de “potenciar y promover la inclusión social, 

económica y política de todas las personas, independientemente de su edad, sexo, discapacidad, raza, etnia, 

origen, religión o situación económica u otra condición”.
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Debemos legislar con visión de futuro, estableciendo las condiciones que permitan erradicar la discriminación 

estructural, ya que hoy en día, muchos ordenamientos aún no contemplan acciones concretas para estos fines; de 

tal manera, que indirectamente se violenta lo ordenado en el artículo 1o. de la Constitución Política, que señala 



 

 
  

el reconocimiento de los derechos humanos y la obligación del Estado para que éstos se ejerzan por todas y 

todos los mexicanos. 

Por ello es necesario generar políticas públicas y programas que complementen el marco jurídico que germine 

las condiciones para que estas personas no vuelvan a ser víctimas de la discriminación. Por lo anterior, esta 

propuesta abonará al esfuerzo de los últimos años, con la encomienda de mejorar la calidad de vida y 

favoreciendo la inclusión. 

En este sentido se presentan los siguientes cuadros comparativos, con la intención de reforzar lo fundamentado: 

 



 

 
  

En el cuadro anterior se aprecia la ambigüedad con que en la actual ley se soslaya el acceso a la información y 

la adecuación de los formatos que deberán ser proporcionados. Con la redacción propuesta se pretende crear un 

compromiso con los mexicanos que padecen discapacidad para garantizar que la información referida en el 

artículo 35 del Código Civil Federal les sea proporcionada en los formatos que les resulten más adecuados. 

En virtud de lo expuesto es clara la necesidad de proporcionar a las personas que padecen algún tipo de 

discapacidad los documentos personales que señala el artículo 35 del Código Civil Federal en formatos que les 

sean adecuados, dependiendo del tipo de condición que presenten. Lo anterior, a fin de lograr su autonomía, 

libre participación en los asuntos públicos del país, así como la igualdad de oportunidades, haciéndose cada vez 

menos dependientes de terceras personas. 

Todo, en completa observancia de lo establecido en la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, haciendo énfasis en la conminación que se hace al Estado mexicano de salvaguardar la inclusión, 

promoción y autonomía de las personas que padecen discapacidad. 

En virtud de lo anterior propongo el siguiente 

Decreto por el que se modifican los artículos 35 del Código Civil Federal y 32 de la Ley General para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad 

Primero. Se modifica el artículo 35 del Código Civil Federal, para quedar como sigue: 

Código Civil Federal 

Título Cuarto 

Capítulo I  

Disposiciones Generales 

Artículo 35. En los Estados Unidos Mexicanos estará a cargo de los jueces u oficiales del Registro Civil 

autorizar los actos del estado civil y extender las actas relativas a nacimiento, reconocimiento de hijos, 

adopción, matrimonio, divorcio administrativo y muerte de los mexicanos y extranjeros residentes en los 

perímetros de las entidades federativas , así como inscribir las ejecutorias que declaren la ausencia, la 

presunción de muerte, el divorcio judicial, la tutela o que se ha perdido o limitado la capacidad legal para 

administrar bienes. En caso de que el solicitante presente alguna discapacidad, se deberá cumplir lo 

establecido en el artículo 32 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad. 

Segundo. Se modifica la fracción I del artículo 32 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, para quedar como sigue: 

Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad 

Capítulo XLibertad de Expresión, Opinión y Acceso a la Información 

Artículo 32. Las personas con discapacidad tienen derecho a la libertad de expresión y opinión; incluida la 

libertad de recabar, recibir y facilitar información mediante cualquier forma de comunicación que les facilite 

una participación e integración en igualdad de condiciones que el resto de la población. Para tales efectos, las 

autoridades competentes establecerán entre otras, las siguientes medidas: 



 

 
  

I. Proporcionar en el momento en que sea solicitada y sin costo adicional, la información dirigida al 

público en general, en formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de 

discapacidad; 

II. a IV. ... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Registro Civil contará con 180 días para realizar las adecuaciones necesarias, a fin de dar 

cumplimiento a lo establecido en el presente mandato. 

Notas 

1 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/disability-and-health  

2 http://www.un.org/disabilities/documents/convention/convoptprot-s.pdf  

3 http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D39TER.pdf  

4 https://www.gob.mx/publicaciones/articulos/diagnostico-sobre-la-situacion-de-las-personas-con-

discapacidad-en-mexico?idiom=es    

5 

http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/n

ueva_estruc/70282 5090203.pdf  

6 https://www.poder-judicial.go.cr/observatoriojudicial/vol96/noticias_prensa/np13.htm  

7 http://www.sela.org/media/2262361/agenda-2030-y-los-objetivos-de-desarrollo-sostenible.pdf  

Dado en el salón de sesiones del Palacio de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019. 

Diputada Claudia Pérez Rodríguez (rúbrica) 
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